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NOVEDADES JURISPRUDENCIALES
TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA

- Sentencia del Tribunal de Justicia, de 21 de diciembre de 2016, as. C-444/15, Associazione Italia Nostra Onlus
El tribunal de lo Contencioso-Administrativo de Véneto solita una decisión prejudicial al Tribunal de Justicia en relación con la validez del artículo 3.3 de la Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio de 2001, relativa a la evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente, así como la interpretación del citado artículo 3 en sus apartados 2 y 3. La solicitud se enmarca en un litigio respecto a la obligación de evaluación de impacto ambiental de un proyecto inmobiliario planteado por la Associazione Italia Nostra Onlus, dedicada a la protección y valorización del patrimonio histórico, artístico y cultural italiano, contra varios órganos de la Administración italiana, entre ellos el municipio de Venecia y la región de Véneto. 
A este respecto debe señalarse que el artículo 3.3 de la Directiva 2001/42 establece que los planes y programas que establezcan el uso de zonas pequeñas a nivel local y la introducción de modificaciones menores en planes y programas mencionados en el apartado 2 solo requerirán evaluación de impacto ambiental si los Estados deciden que es probable que tengan efectos significativos en el medio ambiente. La citada Directiva se transpone al Derecho italiano mediante el Decreto Legislativo nº 152, relativo a la normativa medioambiental, de 3 de abril de 2006, que en su artículo 6.3 traslada lo señalado en el artículo 3.3 de la Directiva.
El fondo del asunto es el proyecto de una empresa (Ca’ Roman), perteneciente al municipio de Venecia, de destrucción de edificios abandonados, sin valor alguno, para construir 42 edificios de viviendas. Ese proyecto se plantea en una zona contigua a la Isla de Ca’ Roman, situada en la laguna de Venecia y parte de la red ecológica Natura 2000. La aprobación del plan por el Consejo municipal de Venecia, sin someterlo a evaluación de impacto ambiental conforme a la Directiva 2001/42, era convalidado por la Comisión regional competente y posteriormente el Comisario extraordinario al considerar que se refería al uso de pequeñas zonas a nivel local y no tenían efectos significativos sobre el medio ambiente. 
La Asociación mencionada recurrió al tribunal regional de lo contencioso-administrativo de Véneto impugnando la validez del artículo 3.3 de la Directiva con respecto a los artículos 191 TFUE y 37 de la Carta de los Derechos Fundamentales ya que la no sumisión de esos planes y programas a la obligación de previa evaluación ambiental ofrece a las administraciones nacionales la oportunidad  de eludir los objetivos de la Directiva sobre hábitats y de la Directiva 2001/42, por lo que carece de justificación. En concreto se señalaba que se superaba el principio de razonabilidad estableciendo criterios de protección inadecuados e insuficientes y que para la exclusión de evaluación de impacto se acudía al criterio puramente cuantitativo de la superficie afectada por los planes y programas. Frente a eso los lugares de la red Natura 2000 son sensibles a las mínimas modificaciones introducidas, sin que sus efectos dependan de la superficie afectada por el plan o programa sino de aspectos cualitativos como el tipo o lugar de intervención o la adecuación de las transformaciones sustanciales previstas. Por ello un Estado que fundamente esa excepción únicamente en las dimensiones de los proyectos sobrepasaría el margen de apreciación del que dispone. 
Por otra parte el órgano remitente plantea que en caso de que el Tribunal de Justicia declarase la validez de esa disposición, debería clarificarse si una normativa nacional que define el concepto de zonas pequeñas a nivel local con base en criterios puramente cuantitativos se opone al sentido del artículo 3.2 y 3 de la Directiva. Ese es el caso de la normativa italiana que al no definir ese concepto permite que la jurisprudencia nacional tome como referencia umbrales muy elevados para la concreción del mismo. En concreto los tribunales italianos consideran como referidos a zonas pequeñas a nivel local proyectos de desarrollo de zonas urbanas nuevas que no superen las 40 hectáreas o de rehabilitación y desarrollo en zonas urbanas ya existentes que no superen las 10 hectáreas. 
El Tribunal de Justicia desestima la pretensión del municipio de Venecia y la sociedad Ca’ Roman de inadmisibilidad de la solicitud por referirse a un área situada fuera de los LIC y ZPE, y por tanto no sujeta a obligación de evaluación de impacto ambiental. La presunción de pertinencia de las cuestiones de interpretación que plantea un juez nacional únicamente cede si resulta patente que la interpretación del Derecho de la Unión solicitada carece de relación alguna con la realidad o con el objeto del litigio principal, cuando el problema es de naturaleza hipotética o cuando el Tribunal de Justicia no dispone de los elementos de hecho o de Derecho necesarios para responder eficazmente a las cuestiones planteadas. En ese caso no puede excluirse que el plan controvertido, aun afectando directamente a un área situada fuera de los LIC o las ZPE, deba someterse a evaluación de impacto ambiental por poder afectar a esas zonas, por lo que no es manifiesto que la interpretación solicitada no guarde relación con la realidad o el objeto del litigio principal.

Respecto a la validez del artículo 3.3 de la Directiva conforme al artículo 191 TFUE el Tribunal de Justicia advierte que el objetivo de este es alcanzar un nivel de protección medioambiental elevado, teniendo presente la diversidad de situaciones existentes en las distintas regiones de la Unión. El Tribunal recuerda su propia jurisprudencia en el sentido de que el artículo 191 TFUE autoriza la adopción de medidas dirigidas únicamente a determinados aspectos definidos del medio ambiente siempre que contribuyan a la conservación, la protección y la mejora de la calidad de este. En ese sentido no es necesario que el nivel de protección ambiental exigido sea técnicamente el más elevado posible, y así el artículo 193 TFUE autoriza a los Estados a mantener o establecer medidas de mayor protección.
El Tribunal señala que debido a la necesidad de ponderar objetivos y principios del TFUE el control jurisdiccional debe limitarse a si el Parlamento Europeo y el Consejo incurrieron en error manifiesto al adoptar el citado artículo 3.3 de la Directiva 20901/42. Del citado artículo, en relación con el considerando 10 de la misma Directiva, resulta que las autoridades competentes de cada Estado deberán comprobar mediante examen previo los posibles efectos significativos del plan o programa sobre el medio ambiente, debiendo llevar a cabo la evaluación de impacto si concluyen la existencia de dichos impactos. La existencia de tales efectos podrá determinarse, conforme al artículo 3.5 de la Directiva, mediante examen caso por caso o especificando tipos de planes o programas, o una combinación de ambos métodos. De esa forma la finalidad del citado artículo 3 es no sustraer a evaluación de impacto ningún plan o programa que pueda tener efectos medioambientales significativos.
De ello resulta en opinión del Tribunal de Justicia la necesidad de distinguir esta situación de aquella en que un umbral estrictamente cualitativo conllevase en la práctica que todos los planes o programas de una determinada categoría quedasen de antemano sustraídos de la obligación de evaluación de impacto, aunque pudiesen tener efectos medioambientales significativos. Por todo ello declara que el artículo 3.3 de la Directiva 2001/42 cumple el objetivo de conseguir un nivel de protección medioambiental elevado al no sustraer a la evaluación de impacto ningún plan o programa que pudiera tener efectos significativos sobre el medio ambiente.
A continuación el Tribunal de Justicia aborda la alegación del órgano remitente de que la mera comprobación de la existencia de obligación de evaluación ambiental, en lugar de una obligación de evaluación obligatoria y sistemática, ofrece a las administraciones nacionales la posibilidad de eludir los objetivos de la Directiva sobre hábitats y de la Directiva 2001/42. A este respecto considera que de la Directiva resulta la obligación de los Estados miembros, en el marco de sus competencias, de adoptar todas las medidas generales o particulares necesarias para que todos los planes o programas con efectos medioambientalmente significativos sean objeto, antes de su adopción, de una evaluación de impacto ambiental conforme a los criterios y procedimientos establecidos por la propia Directiva. El mero riesgo de la elusión de la aplicación de la Directiva por el comportamiento de las autoridades nacionales no pueden conllevar la invalidez del artículo. Por consiguiente el Parlamento Europeo y el Consejo no incurrieron en error manifiesto de apreciación con respecto al artículo 191 TFUE al adoptar el artículo 3.3 de la Directiva 2001/42.
En cuanto a la apreciación de la validez del citado artículo 3.3 de la Directiva respecto del artículo 37 de la Carta, según el cual en las políticas de la Unión se integrarán y garantizará, conforme al principio de desarrollo sostenible, un nivel elevado de protección del medio ambiente y la mejora de su calidad; el Tribunal recuerda que el artículo 52.2 de la Carta establece que los derechos en ella recogidos que constituyen disposiciones de los Tratados se ejercerán en las condiciones y dentro de los límites de estos. Este es el caso del citado artículo 37 que se basa en el principio recogido en el artículo 3.3 TUE y en los artículos 11 y 191 TFUE. Dado que el artículo 3.3 de la Directiva no contiene ningún elemento que afecte a su validez respecto del artículo 191 TFUE, tampoco puede contenerlo respecto de su validez conforme al artículo 37 de la Carta.
En cuanto a las cuestiones de interpretación planteadas el Tribunal de Justicia señala que lo que se pide es que se dilucide si el citado artículo 3.2 y 3 de la Directiva, en relación con el considerando 10 de la misma, debe interpretarse en el sentido de que el concepto de zonas pequeñas a nivel local puede definirse de manera que únicamente se tome en cuenta la superficie de la zona afectada. Sobre este particular se recuerda que de las exigencias de la aplicación uniforme del Derecho de la Unión y del principio de legalidad se desprende que una disposición de ese Derecho que no contenga ninguna remisión expresa al Derecho de los Estados miembros para determinar su sentido y alcance debe ser objeto de una interpretación autónoma y uniforme en toda la Unión, teniendo en cuento su contexto y el objetivo que la normativa pretende alcanzar. Del tenor literal del citado artículo 3.2 y 3 de la Directiva resulta que un plan o programa debe establecer el uso de una zona pequeña que debe encontrarse a nivel local. De la similitud de términos entre ese artículo y el 2.a) y del sistema de la Directiva se desprende que la expresión a nivel local alude a un nivel determinado de la Administración del Estado miembro afectado. Por tanto la calificación de un plan o programa como medida que establece el uso de una zona pequeña a nivel local requiere que ese plan o programa haya sido elaborado y/o adoptado por una autoridad local, en contraposición a una autoridad regional o nacional.
Respecto a la expresión zona pequeña entiende el Tribunal de Justicia que según el sentido habitual de la misma en el lenguaje corriente se refiere al tamaño de la zona, y por tanto a un dato cuantitativo, la superficie de la zona afectada. Con la expresión zonas pequeñas a nivel local el legislador ha querido tomar como referencia el ámbito territorial de la autoridad que elaboró y/o adoptó el plan o programa de que se trate. Por otro lado, en la medida en que además del criterio relativo al nivel local debe cumplirse el del uso de zonas pequeñas, el tamaño de la zona afectada debe ser reducido en comparación con el de este ámbito territorial. Por ello debe interpretarse el artículo 3.3 de la Directiva 2001/42, en relación con el considerando 10 de la misma, en el sentido que el concepto de zonas pequeñas a nivel local se define tomando en cuenta la superficie de la zona afectada cuando el plan o programa ha sido elaborado y/o adoptado por una autoridad local y dentro del ámbito territorial de dicha autoridad y el tamaño de esa zona es, comparado con dicho ámbito territorial, reducido.
- Sentencia del Tribunal de Justicia, de 1 de febrero de 2017, as. C-144/16, Município de Palmela
El Tribunal de Justicia responde a la petición de decisión prejudicial del Tribunal de distrito de Setúbal relativa a la interpretación del artículo 8.1 de la Directiva 83/189/CEE del Consejo, de 28 de marzo de 1983, por el que se establece un procedimiento de información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas y del artículo 8.1 de la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio de 1998, por la que se establece un procedimiento de información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas a los servicios de la sociedad de la información, en su versión modificada por la Directiva 98/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 1998. 

La solicitud se enmarca en el litigio entre el citado municipio y la Autoridad nacional de Seguridad Alimentaria y Económica, como consecuencia de la multa impuesta por esta a aquél por infringir las normas de seguridad relativas a la localización, implantación, concepción y organización funcional de los espacios de juego y recreo, del correspondiente equipamiento y de las superficies de impacto. Se refiere en concreto al Reglamento anexo al Decreto Ley de 27 de diciembre de 1997, modificado por Decreto-Ley nº 119/2009, de 19 de mayo. El artículo 13 de ese Reglamento establece la obligación de que en los espacios de juego y recreo figure, en varios lugares, de forma visible y legible cierta información relativa a identificación de la entidad responsable y de la encargada del control, la capacidad máxima de acogida del espacio de juego y recreo, la localización del teléfono más cercano, dirección y teléfono del servicio hospitalario o de otro tipo de urgencia más cercano, así como el número nacional de urgencia. Por su parte el artículo 16 establece que la conformidad con los requisitos de seguridad será acreditada por el fabricante o el importador establecido en la Unión Europea, añadiendo que deberá figurar en los espacios de juego y recreo, en varios lugares y de forma visible y legible, cierta información relativa al equipo o su embalaje, como la identificación del equipo, tramo de edad de los usuarios a los que se destina, número y fecha de la norma técnica aplicable, número máximo de usuarios simultáneos, estatura mínima y máxima de los niños así como cualquier información necesaria para la prevención de los riesgos inherentes a su utilización.
La sanción de la Autoridad de Seguridad era anulada por el tribunal de distrito, por considerar que incurría en falta de motivación y contradicción entre los motivos y el fallo. Posteriormente el municipio recibía notificación de una nueva multa, de menor cuantía que la anterior, que era de nuevo recurrida ante el tribunal de distrito, instándole a que presentase solicitud de cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia en relación con las consecuencias del incumplimiento de la obligación de notificación de los reglamentos técnicos establecida por la Directiva 98/34.
El órgano remitente recuerda la obligación de los Estados, conforme a dicha Directiva, de notificar tanto los reglamentos técnicos y sus modificaciones ulteriores como el texto de las principales disposiciones legislativas y reglamentarias de base directamente asociadas a ellos. Y, apoyándose en jurisprudencia nacional, considera que los artículos 13.b) y 16.1 y 2 del Reglamento nacional constituyen reglamentos técnicos. Por ello plantea al Tribunal de Justicia varias cuestiones relativas a las consecuencias del incumplimiento de esa obligación de notificación y a si la sanción debe ser la inaplicabilidad de esos reglamentos técnicos o la de todo el texto en el que se insertan.

El Tribunal de Justicia reformula esas cuestiones para proporcionar al órgano remitente una respuesta útil para la solución del litigio que se sigue ante él. Así entiende que se le pide que clarifique si disposiciones nacionales como los artículos 13.b) y 16 del Reglamento nacional constituyen reglamentos técnicos en el sentido de las Directivas 83/189 y 98/34, y si del artículo 8.1 de cada una de estas resulta que la inoponibilidad afecta solo a dichos reglamentos técnicos no notificados o a toda la normativa en la que se insertan.
El Tribunal de Justicia considera, al igual que el órgano remitente, que el artículo 16.1 y 2 del Reglamento nacional constituye un reglamento técnico en el sentido de las Directivas, al establecer requisitos impuestos por motivos de protección de los consumidores que se refieren al ciclo de vida de un producto con posterioridad a su comercialización y afectan significativamente a su composición y comercialización. Esa disposición se incluiría en la categoría de otros requisitos en el sentido del artículo 1.3 de la Directiva 83/189 y 1.4 de la Directiva 98/34. En cuanto al artículo 13.b) del Reglamento nacional el Tribunal advierte que se adoptó con la Directiva 98/34 ya en vigor y recuerda que el concepto de reglamento técnico comprende cuatro categorías de medidas: especificaciones técnicas, otro requisito, regla relativa a los servicios (artículo 1.3, 4 y 5 respectivamente de la Directiva 98/34) y disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros que prohíben la fabricación, importación, comercialización o utilización de un  producto o que prohíben el suministro o utilización de un servicio o establecimiento como prestador de servicios en el sentido del artículo 1.11 de la Directiva. A continuación se examina la posible adecuación del artículo 13.b) a alguna de esas categorías.
El concepto de especificación técnica presupone que la medida nacional se refiere necesariamente al producto o a su envasado como tales, estableciendo una de las características exigidas a dicho producto. Cuando la medida nacional prevé requisitos para la constitución de empresas, como la exigencia de autorización previa para el ejercicio de una actividad profesional, no se considera como especificación técnica. La mención de otro requisito se entiende referida a una medida nacional consistente en una condición que pueda afectar significativamente a la composición, naturaleza o comercialización de un producto. No obstante debe comprobarse si la medida debe considerarse como condición relativa al uso del producto o pertenece a la categoría de reglamento técnico, conforme al artículo 1.11 de la Directiva. Esa clasificación depende del alcance de la prohibición establecida en la medida. Por su parte con regla relativa a los servicios se alude únicamente a reglamentos relativos a la sociedad de la información, incluyendo todo servicio prestado a distancia por vía electrónica y a petición individual de un destinatario de servicios.

En opinión del Tribunal de Justicia afirma el artículo 13.b) del Reglamento nacional no está comprendido en la categoría de especificaciones técnicas dado que prescribe exigencias y objetivos generales en materia de seguridad y protección, sin referirse necesariamente al producto correspondiente o a su envasado como tales y, por tanto, sin fijar las características de dicho producto. La misma conclusión se alcanza respecto del concepto reglas relativas a los servicios, dado que el citado artículo 13.b) no afecta a los servicios de la sociedad de la información. Asimismo ese artículo tampoco constituye otro requisito dado el carácter general de sus prescripciones. Por último el citado artículo 13.b) no establece prohibiciones que puedan conducir a incluirlo en la categoría de las que figuran en el artículo 1.11 de la Directiva. Por todo ello una disposición como el citado artículo 13.b) del Reglamento portugués no constituye un reglamento técnico en el sentido de la Directiva.

Pasando al plano de la sanción el Tribunal señala que el incumplimiento por los Estados miembros de la obligación, recogida en el artículo 8.1 de ambas Directivas, de comunicar a la Comisión todo reglamento técnico es sancionado con la inaplicabilidad de los reglamentos no notificados. No obstante, aunque el artículo 8.1 de ambas Directivas exija la comunicación de la totalidad de un proyecto de ley que contenga reglamentos técnicos, la inaplicabilidad en caso de incumplimiento de notificación solo alcanza al reglamento técnico, pero no se extiende a todas las disposiciones de la ley.
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